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			Introducción

			Somos como la paja del páramo que se 

			arranca y vuelve a crecer, y de paja de páramo 

			sembraremos el mundo

			Dolores Cuacuango

			Ecuador

			El mes de octubre del año 2019 fue un momento que remeció las bases de naciones suramericanas. Las noticias se repetían en noticiarios, periódicos y en las redes sociales. Los Estados tambaleaban, las protestas sociales se multiplicaban y con ellas, la coerción contra los diferentes pueblos manifestándose se hacía notar y recordaba la larga historia de violencia estatal contra los grupos movilizados. Muchos y muchas vieron, por ejemplo, en la centralidad de estas crisis al modelo neoliberal y sus grandes contradicciones. Sin duda una disyuntiva que remece los discursos y activa la revisión de los debates de las Ciencias Sociales en su conjunto. Por este motivo, las palabras de Dolores Cuacuango, una mujer indígena de Ecuador, fundadora de la Federación Indígena Ecuatoriana en la década de 1940, son ese susurro base que inspira el título y la reflexión que aquí se plantea. Como la paja de páramo, los pueblos indígenas han resistido el peso colonial civilizatorio de quien arranca esta hoja que rápidamente vuelve a crecer. De ahí en más, un gran desafío: “de paja de páramo sembraremos el mundo”.

			Ahora bien, en este escenario regional, en octubre de 2019, los pueblos indígenas fueron parte gravitante de la protesta y la presión social contra las autoridades centrales y sus formas de gobernar. En general, esta actitud de los pueblos y nacionalidades indígenas de toda América no es novedad alguna. Sólo en la historia reciente, las organizaciones indígenas han sido protagonistas de grandes levantamientos y revueltas contra gobiernos nacionales. El caso de Ecuador en 1990 o de Chiapas, en México, en 1994, son sólo dos emblemáticos ejemplos que, si miramos hacia adelante, suman y siguen1. Es lo que José Bengoa, en Chile, ha denominado “La emergencia indígena”2. Pablo Dávalos, en Ecuador, se refirió a que los años 90 fueron una “década ganada” para los movimientos indígenas y sus propuestas, mientras Víctor Toledo Llancaqueo, en Chile, sostuvo que dicho tiempo fue favorable para las demandas indígenas en general. La tensión así —desde los Estados y las sociedades hegemónicas— se torna estructural3. Los Estados nacionales, por un lado; y por otro, bien distante, los pueblos y sus organizaciones. 

			Si miramos al pasado, comenzamos a dilucidar el cuadro general. En esta línea argumental cabe mencionar las palabras del historiador chileno Jorge Pinto Rodríguez acerca de la conducta de los Estados nacionales a la hora de relacionarse con las poblaciones indígenas. Indica Pinto Rodríguez: “En la segunda mitad del siglo XIX, las Repúblicas latinoamericanas fueron implacables con los indígenas”4. De ahí en más, las historias tienen aspectos en común: violencia contra la población indígena, despojo territorial, indefensión total de los pueblos frente al sistema político, social y de mercado, migración a las ciudades por parte de los miembros de estos pueblos, entre tantos efectos más registrados a lo largo de dos siglos de vida republicana. 

			En la coyuntura que enfrenta este libro, principalmente octubre de 2019 —un verdadero tiempo eje, si parafraseamos al filósofo Karl Jasper—, las fuerzas de análisis centrífugos y centrípetos permiten conectar el párrafo anterior con la actualidad. Las violencias coloniales, como bien delimita el libro Awükan ka kuxankan zugu Wajmapu mew. Violencias coloniales en Wajmapu5, dan cuenta y presencia de discursos políticos, acciones e instituciones públicas en los distintos países de América Latina que, desde la retórica civilizatoria, abrazan en su decir y hacer un sentido nacional que niega y rechaza toda posibilidad de diferencia en el seno de cada nación. Así, los pueblos y nacionalidades indígenas de la región han debido soportar por décadas la invisibilización de sus cuerpos, sus luchas, aspiraciones e ideas de futuro. La escuela en este sentido ha sido una fiel compañera de los designios de los poderosos. Los textos escolares, en esta dinámica, son prolongación del ideario nacionalista de cada país, marcando con claridad los “designios” que unen y proyectan a cada nación con su “destino”6.

			Los sucesos de 2019, que involucraron a los pueblos indígenas en Colombia, Ecuador, Bolivia, Chile y Argentina, sin negar otros casos y situaciones análogas, ponen en el centro de la protesta social —la “gran revuelta”, en palabras de Yvon Le Bot7— a estos pueblos. En algunos casos, la protesta se tiñó de resistencia contra la injusticia y el abuso del sistema económico y social imperante. El “paquetazo” en Ecuador fue un punto álgido al respecto8. En Colombia, la protesta contra el neoliberalismo del presidente Duque también tomó forma y decisión; en este panorama, las informaciones hablan de la muerte de varios dirigentes indígenas durante el año de las revueltas. En el caso de Bolivia, con la abrupta salida de Evo Morales Ayma del Palacio Quemado, la población indígena experimentó cruenta represión, persecución y encarcelamiento. El título de este libro nace de voces desgarradas por la represión en la ciudad de El Alto en aquellos días: “Nos están matando” se escuchaba gritar9. En Chile, la situación tuvo dos entradas: por un lado, las banderas mapuche (Wenufoye y Wuñellfe)10 encabezando las marchas y manifestaciones contra el sistema opresor; y por otro, la visibilización nacional de la represión que las comunidades mapuche experimentaron durante 30 años (en democracia). Visibilización, en cuanto la policía chilena reprimió brutalmente a la población que salió a la calle exigiendo dignidad, registrándose fallecidos y centenares de personas con mutilaciones oculares, producto de municiones antidisturbios. Por último, el caso mapuche en Puelmapu, Argentina, muy poco conocido por la opinión pública de la región, es otro hito, en cuanto la población mapuche de las provincias del sur argentino, en la parte final del gobierno de Mauricio Macri, debió solidificar aún más sus demandas frente a este gobierno central y sus discursos de distorsión histórica11. 

			¿Cómo entender el sitial de los pueblos indígenas en los países referenciados en estas líneas, en los procesos de movilización y resistencia frente a la violencia estadocolonial? ¿Qué aspectos resaltan de la figura indígena en el contexto de movilización de las sociedades criollas, que permiten encontrarse y caminar en conjunto? ¿Qué análisis proyectual se puede hacer a partir de las experiencias en Colombia, Ecuador, Bolivia, Chile y sur de Argentina?

			Creemos que este libro detenta varias llaves de entrada que posibilitan la comprensión —en conjunto y por separado— de la coyuntura analizada. La violencia estatal en América Latina volvió a brillar con fuerza durante los días de octubre de 2019. Antes fueron las dictaduras militares y gobiernos democráticos que reprimieron a la población organizada y movilizada. Sin duda que la violencia desde el poder es una constante histórica en los territorios al sur del río Grande. Una historia de larga data; un cúmulo de acciones, palabras y perturbación. El peso institucional por sobre el peso de las vidas humanas. Un látigo sanguinario que reproduce, en su accionar, las historias de servidumbre, de esclavitud, de maltrato extremo, de un mundo colonial que no se marcha, que no nos deja.

			Por último, antes de dar paso a los trabajos que componen este libro reflexivo, consignar que este esfuerzo es colectivo, mancomunado y en perspectiva latinoamericana. Desde Colombia al sur argentino, pasando por Ecuador, Bolivia y Chile, las letras vertidas en estas hojas dan cuenta de situaciones puntuales y generalizadas a la vez; momentos sincrónicos y diacrónicos en su conjunto; relatos dinámicos, plurales, que no entronizan verdades reveladas, sino más bien invitan a la reflexión. La propuesta consta de ocho trabajos, presentados en este texto en perspectiva geográfica (sur-sur, partiendo en Colombia). Se optó por este correlato, y no desde una lógica secuencial, en gran medida porque el tema de fondo confluye en todos los casos: Estados nacionales, crisis sociales, pueblos indígenas y violencia contra estos pueblos. Así, sólo nos queda agradecer a las autoras y autores que acogieron la invitación a escribir y reflexionar en esta oportunidad. Les invitamos a leer esta proposición. 

			Pedro Canales Tapia

			Coordinador Académico del Diplomado Pueblos Indígenas en América Latina y Chile

			IDEA-USACH

			Región Metropolitana

			Chile
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			Desde colombia


		
			La paz que nunca llega: violencia y resistencia indígena en Colombia

			Yolanda Ramos Ruiz

			Introducción

			La violencia es uno de los aspectos que más ha marcado la historia de Colombia. Desde la década de los cincuenta del siglo XX hasta el presente, la confrontación entre grupos de autodefensa, paramilitares, agentes del Estado y grupos guerrilleros ha sido una situación constante que ha dejado a su paso millones de víctimas. Durante la guerra bipartidista (1946-1958), y posteriormente con el surgimiento de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y otros grupos criminales, el conflicto se ha recrudecido afectando a toda la sociedad colombiana, que ha visto cómo, con el paso de los años, nuevas y más sangrientas formas de violencia manchan de sangre sus territorios. 

			En medio de esta guerra, la tierra ha sido un elemento codiciado por los actores participantes del conflicto. Para los grupos criminales, la tierra representa un espacio físico en donde pueden llevar a cabo actividades ilegales como narcotráfico, secuestros y asesinatos. Por su parte, para el Estado colombiano, la tierra representa intereses económicos que pueden ser entregados a terratenientes o a empresas extractivistas que harán de esta un producto de explotación. Esta pugna por el control del territorio ha dejado como víctimas principales a las comunidades indígenas que habitan a lo largo y ancho del país, para las cuales la tierra encarna un vínculo con la vida y con sus tradiciones. 

			Tras más de cincuenta años de conflicto armado, en el año 2012, el gobierno colombiano inicia los diálogos de paz con el grupo guerrillero de las FARC, diálogos que terminarían con la firma del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, en el año 2016. Dicho acuerdo establece, entre otros puntos, un capítulo específico sobre las víctimas del conflicto, en el que las partes se comprometen a crear un sistema integral de verdad, justicia, reparación y no repetición, para asegurar el derecho de las víctimas a obtener una rendición de cuentas de lo ocurrido durante el conflicto, y así iniciar la transición hacia la paz12. De esta manera, lo establecido en los acuerdos generó esperanza entre las víctimas y en general en todos los colombianos, quienes después de décadas de confrontación por fin vieron una enorme posibilidad de vivir en un país sin guerra. 

			Sin embargo, transcurridos tres años de la firma de los acuerdos, los colombianos ven truncadas las esperanzas de lograr la paz. Si bien la violencia por parte de las FARC disminuyó, ante la falta de presencia de agentes del Estado en regiones anteriormente ocupadas por las FARC, otros grupos criminales se disputan dichos territorios, poniendo en medio del conflicto a la población civil. Este nuevo ciclo de violencia ha dejado, durante la etapa del posconflicto, 777 líderes sociales y cerca de 200 excombatientes de las FARC asesinados13. A los asesinatos se suman amenazas, hostigamientos y desplazamiento; prácticas que continúan presentes en muchas regiones del país. De nueva cuenta, durante el posconflicto, los pueblos indígenas siguen estando entre los grupos más afectados; durante 2019, 83 miembros de pueblos indígenas fueron asesinados14.

			El desconocimiento y destrucción de los Acuerdos de Paz por parte del gobierno colombiano que ha dado como resultado el aumento de la violencia en los últimos años, junto con una serie de iniciativas sobre leyes de reformas tributaria, pensional y laboral, entre otras medidas económicas que afectan a la mayor parte de la población colombiana, llevó a que, a finales del 2019, miles de colombianos salieran a las calles a protestar y mostrar sus inconformidades ante la situación que atraviesa el país. Esta movilización, que se ha prolongado durante varios meses, ha reunido diversos actores sociales y políticos, entre ellos a la población indígena, quienes —como víctimas y en coherencia con sus principios de unidad— han apoyado las movilizaciones y mostrado su rechazo frente a la violencia que se vive en sus territorios.

			Es precisamente esta historia de violencia y resistencia de los pueblos indígenas en el contexto del conflicto armado en Colombia y la posterior etapa del posconflicto, la que se quiere mostrar en el presente documento. El texto se divide en tres apartados: inicialmente se hace una breve reseña histórica de las afectaciones del conflicto a las poblaciones indígenas del país; posteriormente se muestra el proceso de resistencia del movimiento indígena que ha surgido como respuesta a esta violencia histórica; y finalmente se generan algunas conclusiones de la información presentada.

			Indígenas en medio de la violencia en Colombia 

			La historia de la violencia contra los pueblos indígenas en Colombia se remonta al siglo XV, con la llegada de los españoles y el subsiguiente proceso de colonización. Desde entonces y hasta el presente, los indígenas se han visto sometidos a todo tipo de violencias a manos de actores legales e ilegales que buscan apropiarse de territorios ancestrales, y junto con ello, al exterminio de las poblaciones nativas que subsisten en territorio colombiano. 

			Al igual que en muchos otros territorios latinoamericanos, la etnicidad en Colombia ha estado marcada por un proyecto civilizatorio de corte integracionista y de negación de la diversidad cultural. Esta visión ha servido como justificante para negar los derechos ancestrales de los pueblos indígenas, así como para legitimar diversas expresiones de violencia que durante siglos han precarizado las condiciones de vida de esta parte de la población. 

			Un componente adicional que ha agudizado la supervivencia de los indígenas en el país es el conflicto armado que inicia en la década de los sesenta del siglo XX y que, a pesar de la firma de los Acuerdos de Paz de 2016, se niega a terminar15. Desde el inicio del conflicto armado, a la tradicional violencia que sufrían los indígenas por parte de los actores del Estado colombiano, se suma la violencia que ejercen otros actores: grupos guerrilleros, paramilitares, grupos dedicados al narcotráfico y proyectos extractivistas que se disputan el territorio para la ejecución de sus actividades. 

			Como lo menciona Levalle16, en el marco del conflicto se expresan distintas territorialidades en pugna:

			La tierra aparece para los actores armados como espacio estratégico de control político, económico y militar; para los sectores narcotraficantes y las empresas agroindustriales, la tierra constituye una mercancía o un recurso a explotar; y para los indígenas, ella está vinculada a una forma de vida, a una autoridad propia y a la reproducción espiritual y material de sus comunidades17.

			Durante más de 50 años de conflicto armado, los indígenas estuvieron entre los grupos más afectados por las consecuencias de la violencia. Cifras de la Unidad de Víctimas del gobierno colombiano reportan que 367.693 indígenas fueron víctimas del conflicto bajo diversos hechos victimizantes: desplazamiento, homicidios, despojo de tierras, amenazas, secuestros, agresiones sexuales, entre muchas otras violaciones de derechos humanos a las que han sido sometidos los miembros de los diferentes pueblos indígenas del país. 

			El desplazamiento forzado ha sido, sin duda, una de las agresiones que más afectan a los indígenas, debido a la conexión espiritual y los lazos ancestrales que tienen con la tierra. El miedo infundido por los actores armados en territorios indígenas ha traído consigo un largo proceso de destierro, y es que en palabras de Molano18, antes que desplazados, los indígenas —y en general las comunidades rurales— son desterradas, cargando consigo un profundo drama social de pérdidas y rupturas que va más allá del abandono de un espacio físico determinado.

			Ante estas situaciones de violencia vividas por los indígenas, el Estado colombiano se ha mostrado indolente y, por el contrario, ha contribuido a agudizar la violencia en los territorios, criminalizando a líderes y autoridades indígenas. Se ha documentado que agentes del Estado detienen a miembros de los pueblos indígenas, quienes posteriormente aparecen asesinados bajo la etiqueta de terroristas muertos en medio de acciones militares19.

			La instalación de proyectos extractivos y de producción de monocultivos en áreas indígenas, también ha agravado la violencia contra la población indígena en las últimas décadas. Desde sus diferentes campos de acción, grupos paramilitares y agentes del Estado colombiano contribuyen a violentar a los indígenas con el propósito de que estos abandonen tierras que representan grandes intereses económicos. Mientras que los paramilitares toman por la fuerza territorios estratégicos, el Estado otorga concesiones y permisos de explotación de la tierra, sin los respectivos procesos de consulta previa con la población indígena, vulnerando este derecho constitucional, reglamentado por diversas leyes y acuerdos internacionales ratificados por Colombia20. 

			Bajo este contexto de violencia, en el año 2012 se inician los diálogos de paz entre el gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), diálogos que concluirían en 2016 con la firma del Acuerdo de Paz entre las dos partes. Además de poner fin al conflicto armado más largo de la historia, en el acuerdo se establece una serie de disposiciones para reparar a las víctimas, reinsertar a los excombatientes, mejorar las condiciones de vida de las comunidades rurales y en general, construir un nuevo capítulo en la historia de Colombia fundado en principios de paz y reconciliación.

			En lo que respecta a los pueblos indígenas, al ser uno de los principales grupos víctimas del conflicto y gracias a la presión ejercida por miembros de organizaciones indígenas del país, en el Acuerdo de Paz se incluye un capítulo étnico en el que se establecen disposiciones tales como el derecho que tienen los indígenas a la restitución de tierras y el fortalecimiento de su territorialidad, además de ratificar otros derechos ya establecidos en la Constitución de 1991, como la libre determinación, autonomía, gobierno propio, consulta previa, entre otros (Oficina del Alto Comisionado para la Paz, 2016). 

			Pese a la firma del Acuerdo de Paz, lo cierto es que desde 2016 la violencia contra la población indígena ha aumentado en Colombia de manera alarmante. Durante el posconflicto han sido asesinadas 198 personas pertenecientes a comunidades indígenas, quienes se desempeñaban como líderes sociales, miembros de la guardia indígena y comunicadores que luchaban por la defensa de la tierra. A su vez, el año 2019 ha sido el más violento, con un total de 83 personas indígenas asesinadas provenientes principalmente de los departamentos de Cauca y Nariño, a manos de actores legales e ilegales que se disputan territorios que antes del acuerdo eran ocupados por las FARC21.

			Aunado a los asesinatos, organizaciones indígenas han denunciado durante los últimos años un sin número de hechos victimizantes en las comunidades, lo que incluye amenazas, hostigamientos, secuestros, desplazamiento forzado, entre muchas otras violaciones de derechos humanos; hechos que sin duda afectan de manera individual y colectiva la supervivencia de los pueblos. Esta nueva oleada de violencia refleja la incapacidad del Estado colombiano y en muchos casos su complicidad con actores criminales para ocupar lugares estratégicos en actividades ilícitas como el narcotráfico y la minería ilegal. 

			Adicionalmente, con los Acuerdos de Paz se produce un cambio en la lógica del conflicto que explica en parte el aumento de la violencia en las comunidades. Según lo revelan miembros de la Organización Nacional Indígena (ONIC), antes de la firma de los acuerdos, en ciertas ocasiones los pueblos indígenas podían establecer algún tipo de diálogo con los grupos guerrilleros para que estos últimos los mantuvieran fuera del conflicto, peticiones a las que en ocasiones accedían22. Sin embargo, durante el posconflicto, con el surgimiento de grupos criminales —algunos disidentes de la guerrilla de las FARC— y muchos otros provenientes de grupos paramilitares y de narcotráfico, es imposible establecer algún tipo de acuerdo, ya que su principal objetivo es eliminar todo aquello que afecte sus intereses. 

			De esta manera, la paz está lejos de llegar para las comunidades indígenas en Colombia. Hoy, como en la década de los noventa, durante los peores momentos del conflicto armado y como hace más de 500 años —durante la época de la Colonización— los indígenas ven amenazada una vez más su supervivencia, por lo que hablar de posconflicto en las comunidades indígenas pierde toda validez, dado que la muerte y lo que ellos llaman la mala muerte —las muertes violentas, que interrumpen el paso natural de las personas de un mundo a otro— sigue presente en sus territorios. 

			Resistencia indígena y su aporte  a la construcción de paz en Colombia 

			Los proyectos de resistencia indígena en Colombia tienen una larga historia de movilizaciones y lucha que les ha permitido sobrevivir a los embates de la violencia, y convertirse en actores políticos que proponen alternativas diferentes para alcanzar la paz y el desarrollo del país sin acudir a la violencia, el despojo y la negación de la otredad. Desde la época de lucha de la Cacica Gaitana (1538-1540) y Juan Tama (1700-1708), se empieza a tejer la historia de la resistencia indígena que aboga por la autonomía y el respeto hacia formas diferentes de concebir la existencia, en profunda conexión con la tierra.

			Aunque la mayor parte de su lucha ha estado caracterizada por la no violencia, en diferentes momentos de la historia y dada la coyuntura de violencia en Colombia, los indígenas han acudido a las armas como mecanismo último de protección23. Un ejemplo de ello es la lucha emprendida por el líder indígena Manuel Quintín Lame, quien, desde los inicios del siglo XX, luchó, algunas veces usando las leyes y otras usando las armas, para defender la tierra de los indios, codiciada por los terratenientes que, con ayuda del gobierno de la época, se apropiaban de vastos territorios ancestrales y esclavizaban a los indios en sus propias tierras. Abolir el terraje, como era llamada aquella práctica, sería la principal bandera de lucha de Quintín Lame hasta su muerte. 

			La herencia de lucha emprendida por estos líderes indígenas desde tiempos de la Conquista influyó ampliamente en el movimiento indígena actual, que, sin olvidar las raíces y las luchas históricas, se ha reformulado y adaptado a cada momento histórico para hacer frente a los actores y circunstancias que amenazan su supervivencia. Como lo menciona:

			La resistencia se ha ejercido contra los españoles invasores y los eurodescendientes esclavizadores, diferentes gobiernos y políticas públicas, los terratenientes, la insurgencia, las autodefensas y la fuerza pública; y recientemente, contra la globalización y el Área de Libre Comercio para las Américas (ALCA)24. 

			Lo anterior nos habla de una resistencia ancestral; pero más que resistencia, debemos referirnos a un movimiento indígena, por sus dinámicas de cambio y adaptación a las coyunturas políticas y sociales del país a lo largo del tiempo. En las últimas décadas, una plataforma importante en el movimiento indígena en Colombia ha sido el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), que desde los años 70 ha marcado la mayor afrenta contra actores armados y proyectos de desarrollo extractivistas que buscan su extermino. 

			El CRIC se crea en el año de 1971, en el norte del departamento de Cauca, que es uno de los departamentos con mayor cantidad de población indígena en Colombia, y a su vez uno de los más afectados por la violencia, al ser un corredor estratégico en el tráfico de drogas y otros tipos de actividades ilegales25. El CRIC nace por la necesidad de organización y lucha por la tierra, la cultura, la unidad y la autonomía de los pueblos indígenas26. Desde su creación, la lucha iniciada por el CRIC ha impulsado importantes y multitudinarias movilizaciones que han visibilizado a un sector de la población colombiana tradicionalmente marginada y excluida de la historia del país. Al mismo tiempo, ha conseguido importantes logros en materia de reconocimiento de derechos para la población indígena, entre ellos el reconocimiento constitucional como parte de la diversidad étnica y cultural de la nación. 

			De otro lado, ante el contexto de violencia que ha vivido Colombia en los últimos 60 años, el CRIC se ha convertido en ejemplo de resistencia civil que mediante la movilización y la unión de los pueblos ha abogado por el fin del conflicto, usando como herramienta principal el diálogo y el trabajo conjunto con otros sectores de la sociedad, para buscar salidas alternativas a una guerra que no ha dejado más que mala muerte y destrucción del tejido social.

			Los pueblos indígenas sabemos que constituimos una pequeña minoría dentro de las masas explotadas y que nosotros solos no podríamos conseguir ni la más mínima de nuestras reivindicaciones. Nuestra esperanza es contribuir al proceso de liberación de Colombia, luchando hombro con hombro con campesinos y trabajadores y con todos los que están explotados, en coordinación con sus organizaciones de clase27.

			Para hacer frente a la violencia directa y estructural que daña a la sociedad colombiana y de manera particular a los pueblos indígenas, estos últimos se han valido de formas de resistencia no violenta, como son las mingas indígenas, asambleas permanentes y guardias indígenas para proteger sus derechos28. 

			La minga es una práctica ancestral de los pueblos indígenas, que tiene como lema “Caminar la Palabra”, es decir, llegar a acuerdos a través del diálogo. Y es que, en las comunidades, la palabra tiene gran valor, incluso llegando a superar el de los documentos escritos29. Cuando se convoca a una minga, los miembros de las comunidades deben parar y en sentido estricto, posponer proyectos individuales para lograr objetivos comunes (Centro de Memoria Histórica, s.f.). Como parte de las mingas, se realizan marchas pacíficas, mesas de diálogo y actividades culturales propias de la tradición y cosmovisión indígena. En palabras de Mónica Espinosa: “La minga es hoy, por derecho propio, una herramienta política de resistencia y una vía que usan para poner en la arena del debate público sus reivindicaciones y reclamos como pueblos”30. 

			En lo que respecta a las asambleas permanentes, consisten en identificar sitios próximos a las localidades, donde las comunidades se refugian y deliberan sobre los impactos de la guerra y cualquier otro tipo de confrontación que los ponga en situación de riesgo. Este es un mecanismo de resistencia no violento que les permite a las comunidades impedir el desplazamiento forzado y proteger la vida, la tierra, la cultura y la autonomía de los pueblos31.

			La guardia indígena es otro de los mecanismos de resistencia civil de los pueblos indígenas del Cauca. La guardia está compuesta por niños, mujeres y adultos. Es un grupo no armado que busca proteger la cultura ancestral y el ejercicio del derecho propio32. Algunas de las funciones de la guardia indígena son: búsqueda de desaparecidos, acompañamiento permanente a los cabildos, protección de las movilizaciones, marchas, congresos, asambleas permanentes, entre otras manifestaciones pacíficas. 

			Los anteriores mecanismos de resistencia son la cara opuesta al conflicto armado colombiano, que ha estado marcado por el uso de las armas como principal herramienta para infundir miedo y combatir al enemigo. En contraste, estrategias como la guardia indígena respaldan la cultura de la paz y el respeto por los derechos humanos de todas las personas, condiciones que son indispensables para la construcción de la paz estable y duradera que se pretende alcanzar tras la firma de los Acuerdos de Paz. 

			Los pueblos indígenas han estado presentes a lo largo de la historia de violencia en Colombia, como víctimas, pero también como constructores de paz. Antes del inicio de los diálogos entre la guerrilla de las FARC y el gobierno colombiano en 2012, los pueblos indígenas ya habían ofrecidos sus territorios en diversas ocasiones, como espacios neutros para que los actores participantes del conflicto buscaran una solución negociada al conflicto social y armado33. De igual manera, a través de ejercicios participativos, como son las asambleas comunitarias —espacios donde predomina el diálogo— las comunidades indígenas aportan a la construcción de paz, toda vez que, como parte de estos encuentros, las comunidades reflexionan, deliberan y construyen propuestas en áreas vitales como la educación y la salud propia, el cuidado de la naturaleza, el trabajo y la cultura. Estos ejercicios deliberativos son imprescindibles para cimentar la paz y vivir en armonía. 

			Siendo coherentes con sus principios de unidad y trabajo colectivo, en las recientes movilizaciones convocadas para protestar por el incumplimiento de los acuerdos de paz, el asesinato de líderes sociales, el desempleo, la reforma pensional y laboral, entre muchas otras políticas impulsadas por el gobierno colombiano que afectan a la mayor parte de la población, los pueblos indígenas han mostrado su apoyo. Indígenas de diferentes regiones del país, miembros de la guardia indígena del CRIC y líderes indígenas, han acompañado las protestas realizadas en ciudades como Bogotá, Medellín y Popayán. 

			“Guardia, guardia, fuerza, fuerza, por mi raza, por mi tierra”, es el emblema bajo el cual, miembros del CRIC se han movilizado junto con otros sectores de la población colombiana para rechazar la violencia que se vive en todo el país, y principalmente en territorios campesinos e indígenas. Como guardianes del territorio y siendo fieles al uso de mecanismos pacíficos para conseguir la paz, los pueblos indígenas se han mostrado una vez más como actores políticos, con gran poder de movilización y ejemplo de resistencia ante los embates de la violencia y las políticas de gobierno que pauperizan las condiciones de vida de las poblaciones más vulnerables del país. 

			Conclusiones 

			En Colombia, la historia de la violencia contra la población indígena tiene una larga trayectoria, misma que comienza con la llegada de los españoles a territorios indígenas y que hoy continúa latente, cobrando la vida de cientos de hombres y mujeres indígenas que se resisten a abandonar sus lugares sagrados, cultura y tradición. El extermino indígena en Colombia se ha visto agudizado en las últimas décadas por la escalada del conflicto armado, y la imposición de megaproyectos en territorios ancestrales. En este contexto, en que el principal elemento de disputa es la tierra, se ha generado una grave amenaza para los pueblos indígenas que habitan en el país, dado el carácter sagrado y la conexión espiritual de la población con este elemento de la naturaleza. 

			A pesar de los acuerdos de paz firmados por el gobierno colombiano y el grupo guerrillero de las FARC, en Colombia no se ha dado el cese a la violencia. Por el contrario, durante el posconflicto, la violencia se ha recrudecido contra ciertos sectores de la población, como son los líderes sociales, excombatientes y comunidades indígenas. El incumplimiento de los acuerdos de paz, y la omisión del Estado colombiano frente a la ocupación de territorios anteriormente controlados por las FARC por parte de grupos criminales para la realización de actividades ilegales, ha expuesto a la población civil a una condición de vulnerabilidad y amenaza constante. 

			La muerte de líderes indígenas y miembros de la guardia indígena del Cauca en los últimos años, muestra que la paz no ha llegado a los territorios, siendo un anhelo incumplido para una parte de la población que durante la mayor parte de su historia ha respaldado la resolución de conflictos sin el uso de la violencia. Para los pueblos indígenas, la paz no es únicamente lo opuesto a la guerra; la paz se traduce en libertad, justicia social, armonía con la naturaleza, tranquilidad, convivencia; elementos que continúan ausentes en los territorios indígenas y que han sido reemplazados por temor, desconfianza y muerte. 
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